86     (Primera Sección)
DIARIO OFICIAL
Miércoles 30 de mayo de 2018

Miércoles 30 de mayo de 2018
DIARIO OFICIAL
(Primera Sección)     87

PODER JUDICIAL

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION

SENTENCIA dictada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Controversia Constitucional 112/2017.
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Subsecretaría General de Acuerdos.- Sección de Trámite de Controversias Constitucionales
y de Acciones de Inconstitucionalidad.
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 112/2017

PROMOVENTE: MUNICIPIO de benito juárez, estado de quintana roo.

MINISTra MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS

SECRETARIO ALFREDO VILLEDA AYALA

Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día quince de noviembre de dos mil diecisiete.

VISTOS; y, RESULTANDO:

PRIMERO. Presentación de la demanda, poderes demandados y actos impugnados. Por escrito recibido el tres de abril de dos mil diecisiete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Remberto Estrada Barba, Mauricio Rodríguez Marrufo, Mirna Karina Martínez Jara y Rogelio Díaz Ramírez quienes se ostentan como Presidente, Secretario General, Síndico y Tesorero, todos del Ayuntamiento de Benito Juárez, Quintana Roo, promovieron controversia constitucional en contra del Poder Legislativo y la Auditoría Superior, ambos del Estado de Quintana Roo para impugnar:
“El acuerdo por el que la XV Legislatura del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, que conforme a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política del Estado y los numerales 3º, 4ºbis, 6, 10, 23, 24, 33, 35, 59, 93 y 94 de la Ley de Fiscalización Superior de Estado lleve a cabo la revisión de manera casuística y concreta de los ingresos del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, obtenidos durante los ejercicios 2014, 2015 
y 2016 por concepto de impuestos, contribuciones o recaudaciones ante la presunción de que se
han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar a la hacienda pública o al patrimonio del referido municipio.”

SEGUNDO. Preceptos constitucionales violados. La parte actora señaló como violados los artículos 14, 16, 23, 115, fracción IV, y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TERCERO. Conceptos de invalidez. La parte actora formuló los conceptos de invalidez en los que básicamente hace valer lo siguiente:

Primero. El acuerdo legislativo impugnado es inconstitucional, toda vez que se encuentra indebidamente fundado y carece de cualquier motivación lógico-jurídica al no contener un razonamiento válido y fundado para volver a analizar en su totalidad cuentas públicas de ejercicios fiscales anteriores y que han sido debidamente analizadas y solventadas las observaciones correspondientes.

Refiere que el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte al resolver la controversia constitucional 44/2005, sostuvo que la potestad fiscalizadora extraordinaria de los Congresos Estatales respecto de las cuentas públicas municipales se encuentra sujeta a diversos límites materiales y temporales.

El Acuerdo impugnado es inconstitucional, en virtud de que no expresó una razón válida que justificara la revisión extraordinaria y por otro lado se pretende llevar a cabo una nueva auditoría sin establecer ningún tipo de límites temporales y materiales sobre aquello que debe ser revisado, permitiendo la revisión
de cuentas públicas que ya han sido fiscalizadas y aprobadas por el propio Congreso Estatal de 
Quintana Roo.

La Legislatura local pretende justificar la auditoría extraordinaria argumentando “una presunción de que se han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar la hacienda pública”, pero sin que existan pruebas supervenientes o indiciarias para que permitan sostener dichas imputaciones.

Lo anterior se traduce en un ejercicio arbitrario del poder fiscalizador extraordinario del Legislativo Local, puesto que permite el estudio de cuestiones que no fueron advertidas en su momento por el órgano fiscalizador.

Segundo. El Municipio actor señala que el artículo 4º de la Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Quintana Roo prevé que la fiscalización que realice la Auditoría Superior del Estado, será posterior a la gestión financiera y será ejercida conforme a los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad.

Explica que la Cuenta Pública del ejercicio fiscal dos mil dieciséis del Municipio de Benito Juárez a la fecha de la presentación de la demanda se encuentra sujeta a la revisión contable y de auditoría que determina la propia Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Quintana Roo, por lo que resulta innecesario el citado acuerdo para dicho ejercicio fiscal, ya que por mandato del artículo 7º de dicha ley, el municipio cuenta con un plazo que vence hasta el treinta y uno de marzo de dos mil diecisiete para entregar las cuentas públicas al órgano técnico fiscalizador.

Por lo que al ordenar la legislatura al órgano técnico realizar una revisión técnica de los ingresos correspondientes a dos mil dieciséis, sin establecer claramente los alcances de la misma ni su duración se traduce en una violación a la autonomía hacendaria y al principio de imparcialidad, contemplados en el artículo 115, fracción IV, de la Constitución Federal.

Tercero. El Municipio actor expresa que el aprobado por la Legislatura del Estado de Quintana Roo es inconstitucional, al violar los principios de seguridad y legalidad jurídicas contenidos en el artículo 16 constitucional, al no tener la motivación reforzada exigida para ciertos actos legislativos.

CUARTO. Trámite de admisión. Mediante proveído de Presidencia de cuatro de abril de dos mil diecisiete (foja 135) se ordenó formar y registrar el asunto bajo el número 112/2017 y se designó a la señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos para que fungiera como instructora en el procedimiento.
Asimismo, en proveído del mismo cuatro de abril de dos mil diecisiete, la Ministra Instructora tuvo a la Síndica Municipal con la personalidad que ostenta; admitió la demanda, y ordenó emplazar como autoridades demandadas al Poder Legislativo y al Órgano de Fiscalización Superior, ambos del Estado de Quintana Roo; así como dar vista al Procurador General de la República (fojas 136 a 138).

QUINTO. Contestación de la Auditoría Superior del Estado de Quintana Roo. El veintiséis de mayo de dos mil diecisiete, el Auditor Especial en Materia Financiera en ausencia del Auditor Superior del Estado de Quintana Roo dio contestación a la demanda de cuenta (fojas 146 a 176), la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo de cinco de junio de dos mil diecisiete.

SEXTO. Contestación del Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo. El treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete, el Presidente de la Gran Comisión de la XV Legislatura del Estado de Quintana Roo dio contestación a la demanda de cuenta (fojas 180 a 220), la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo del día cinco de junio de dos mil diecisiete.

SÉPTIMO. Cierre de instrucción. Substanciado el procedimiento en la presente controversia constitucional, el tres de julio de dos mil diecisiete, se llevó a cabo la audiencia prevista en los artículos 29 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la que, en términos del artículo 34 del mismo ordenamiento legal, se hizo relación de los autos, se tuvieron por exhibidas y admitidas las pruebas ofrecidas y se puso el expediente en estado de resolución.

OCTAVO. Avocamiento de la Segunda Sala. Mediante proveído de treinta y uno de octubre de dos mil diecisiete, el Presidente de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó que esta Sala se avocaba al conocimiento del presente asunto, ordenando devolver los autos a la Ministra ponente.
CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, 10, fracción I, y 11, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los Puntos Segundo, fracción I, y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013 de trece de mayo de dos mil trece, publicado en el Diario Oficial de la Federación de veintiuno de mayo siguiente, ya que se plantea un conflicto entre el Municipio de Benito Juárez del Estado de Quintana Roo en contra del Poder Legislativo y la Auditoría Superior, ambos de dicho Estado, en el cual no se impugnó normas de carácter general.

SEGUNDO. Precisión de actos impugnados. De la lectura de la demanda de controversia constitucional se advierte que los actos impugnados en la presente vía, son los siguientes:

1.
El acuerdo por el que la XV Legislatura del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, que conforme a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política del Estado y los numerales 3º, 4ºBis, 6, 10, 23, 24, 33, 35, 59, 93 y 94 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado lleve a cabo la revisión de manera casuística y concreta de los ingresos del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, obtenidos durante los ejercicios 2014, 2015 y 2016 por concepto de impuestos, contribuciones o recaudaciones ante la presunción de que se han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar a la hacienda pública o al patrimonio del referido municipio y sus consecuencias.

2.
El acto emitido en cumplimiento al acuerdo impugnado señalado en el numeral anterior consistente en el oficio número ASE/OAS/AEMF/DFM/356/03/2017, de treinta y uno de marzo de dos mil diecisiete, signado por el Auditor Superior del Estado Javier Félix Zetina González.
TERCERO. Oportunidad. Procede examinar si la demanda de controversia constitucional se presentó dentro del plazo legal, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente.

El Municipio actor impugnó: “El acuerdo por el que la XV Legislatura del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, que conforme a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política del Estado y los numerales 3º, 4ºBis, 6, 10, 23, 24, 33, 35, 59, 93 y 94 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado lleve a cabo la revisión de manera casuística y concreta de los ingresos del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo obtenidos durante los ejercicios 2014, 2015 y 2016 por concepto de impuestos, contribuciones o recaudaciones ante la presunción de que se han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar a la hacienda pública o al patrimonio del referido municipio.”
Al efecto, debe estarse a lo dispuesto por el artículo 21, fracción I, de la ley reglamentaria de la materia
, del que se desprende que el plazo para la presentación de la demanda, tratándose de actos, es de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos.

En el caso, el Municipio actor fue notificado de la determinación tomada por el Pleno del Poder Legislativo el treinta y uno de marzo de dos mil diecisiete.

Dicha notificación surtió efectos el lunes tres de abril de dos mil diecisiete, por lo que el plazo para presentar la demanda transcurrió del martes cuatro de abril al lunes veintidós de mayo de dos mil diecisiete, descontándose del cómputo respectivo los siguientes días:

Por ser sábados: 1, 8, 15, 22 y 29 de abril; 6, 13 y 20 de mayo.

Por ser domingos: 2, 9, 16, 23 y 30 de abril; 7, 14 y 21 de mayo.

Por acuerdo del Tribunal Pleno
: 12, 13 y 14 de abril.

Por Acuerdo General 18/2013: 1 y 5 de mayo.

De conformidad con los artículos 2 de la ley reglamentaria de la materia
, en relación con el numeral 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
 y el punto primero, incisos a), b), g), h) y n), del Acuerdo General 18/2013
, dictado por el Pleno de esta Suprema Corte el diecinueve de noviembre de dos mil trece, publicado en el Diario Oficial de la Federación de veintisiete de noviembre siguiente, relativo a la determinación de los días hábiles e inhábiles respecto de los asuntos de su competencia, así como los de descanso para su personal.

De esta forma, al haberse recibido la demanda de controversia constitucional en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal el lunes tres de abril de dos mil diecisiete, según sello fechador que obra en la misma, debe concluirse que fue promovida oportunamente.

Por otra parte, en relación con el oficio número ASE/OAS/AEMF/DFM/356/03/2017, de treinta y uno de marzo de dos mil diecisiete, debe señalarse que dicha notificación se llevó en la fecha mencionada con anterioridad, surtiendo efectos el lunes tres de abril de dos mil diecisiete, por lo que el plazo para presentar la demanda transcurrió del martes cuatro de abril al lunes veintidós de mayo del citado año, por lo que se considera oportuna su presentación respecto a dicho acto.

CUARTO. Legitimación activa. En el presente asunto, suscribe la demanda, en representación del Municipio actor Mirna Karina Martínez Jara, en su carácter de Síndica Municipal, lo que acredita con copia certificada de la Constancia de Mayoría y Validez para síndico de la elección del procedimiento local ordinario 2016 del Ayuntamiento de Benito Juárez, Quintana Roo, expedida por el Instituto Electoral de Quintana Roo el doce de junio de dos mil dieciséis (foja 24 del expediente).

Ahora bien, el Municipio actor es uno de los órganos enunciados por el artículo 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Federal
, legitimado para promover controversia constitucional, así como los artículos 10, fracción I y 11, párrafo primero, de la ley reglamentaria de la materia
.

Al respecto, el artículo 92, fracción V, de la Ley de los Municipios del Estado de Quintana Roo
 establece que el Síndico tiene a su cargo la representación del Ayuntamiento, por ende, la Síndica Municipal que suscribe la demanda, cuenta con la facultad de representación del Municipio actor en esta vía constitucional.

QUINTO. Legitimación pasiva. Tienen el carácter de autoridades demandadas en esta controversia constitucional el Poder Legislativo y el Órgano de Fiscalización Superior, ambos del Estado de Quintana Roo, el cual les fue reconocido así en el auto dictado por la Ministra instructora el cuatro de abril de dos mil diecisiete.

a) Auditoría Superior del Estado de Quintana Roo. Por ausencia temporal del Titular, comparece Manuel Palacios Herrera en su carácter de Auditor Especial en Materia Financiera, titularidad que acredita con la copia certificada del nombramiento expedido a favor de Javier Félix Zetina González como Auditor Superior del Estado de Quintana Roo y la copia simple del acuerdo de Poder Legislativo de dicha entidad federativa de treinta de marzo de dos mil diecisiete.

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 61, párrafo primero, 65, 67, fracción I, de la Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Quintana Roo
, así como el diverso 66, párrafo primero, del Reglamento Interior de la Auditoría
, el Auditor Superior del Estado será suplido en sus ausencias temporales por los auditores especiales en el orden que señale el Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado, por lo que quien comparece tiene facultad para hacerlo.

b) Poder Legislativo. Por el Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo comparece Eduardo Lorenzo Martínez Arcila, en su carácter de Presidente de la Gran Comisión de la XV Legislatura del Estado de Quintana Roo lo que acreditó con la copia certificada del acta de elección del Presidente, Secretario y Vocales de la Gran Comisión de la XV Legislatura del Estado de Quintana Roo.

A dicho funcionario corresponde la representación jurídica del Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo, en términos de lo previsto en el artículo 44, último párrafo, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de dicho Estado
.

SEXTO. Causales de improcedencia. En el caso, la parte demandada no hizo valer causales de improcedencia ni esta Segunda Sala advierte que se actualice algún supuesto de improcedencia.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor comprensión de la presente controversia constitucional se precisan los siguientes antecedentes:

	22 de septiembre de 2015
	La XIV Legislatura Constitucional del Estado de Quintana Roo aprobó, el informe de la revisión y fiscalización de la cuenta pública del Municipio
de Benito Juárez del Estado de Quintana Roo, correspondiente al ejercicio fiscal 2014.

En dicho informe, en el apartado de observaciones se plasmó como
concepto de “Ingresos, contribuciones o recaudaciones no depositadas”, el importe de $48’093,593.43, cantidad que aparece que fue solventada a través de documentales.

	30 de septiembre de 2015
	El citado informe fue publicado en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo, cuyos puntos fueron los siguientes:

“Primero. Se aprueba el Informe de Resultados de la Revisión y Fiscalización de la cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez, del Estado de Quintana Roo, Ejercicio Fiscal 2014, emitido por la Auditoría Superior del Estado de Quintana Roo.

Segundo. Publíquese el presente Acuerdo en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo.”

	6 de julio de 2016
	Fue aprobado por la mencionada XIV Legislatura del Estado de Quintana Roo, el informe de la revisión y fiscalización de cuenta pública del Municipio de Benito Juárez del Estado de Quintana Roo, relativo al ejercicio fiscal 2015.

	19 de julio de 2016
	El anterior informe fue publicado en el Periódico Oficial del Estado cuyos puntos fueron los siguientes:

“Primero. Se aprueba el Informe de Resultados de la Revisión y Fiscalización de la cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez, del Estado de Quintana Roo, Ejercicio Fiscal 2015, emitido por la Auditoría Superior del Estado de Quintana Roo.

Segundo. Publíquese el presente Acuerdo en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo.”

	15 de septiembre de 2016
	Se notificó al Municipio actor el oficio ASE/OAS/DCS/0611/09/2016, suscrito por el Auditor Superior del Estado de Quintana Roo (fojas 27 y 28 del expediente principal) se informó, substancialmente, lo siguiente:

“Como resultado del análisis de la documentación y argumentos entregados a esta Auditoría Superior del Estado, en atención a los pliegos de observaciones en materia financiera y de obra pública, durante el plazo legal, así como en los procedimientos de fincamiento de responsabilidades resarcitorias correspondientes; se le informa que a la fecha han quedado solventadas la totalidad de las observaciones que se habían consignado en los pliegos de referencia de los ejercicios fiscales 2014 y 2015, excepto las que corresponden al ejercicio fiscal 2013, mismas que no fueron solventadas durante el plazo legal ya mencionado y que se relacionan enseguida. […]”

	14 de febrero de 2017
	La XV Legislatura del Estado aprobó el acuerdo mediante el cual solicitó al Órgano de Fiscalización Superior del Estado amplíe o complemente la revisión y fiscalización a un alcance del 100% en materia financiera y en obra pública en aquellos informes de resultados de las Cuentas Públicas del Ejercicio Fiscal 2015 que oscilen entre el 50% y el 75% de alcance de tanto materia financiera como en obra pública, así como también se lleve a cabo la revisión y fiscalización tanto financiera como física de las obras públicas aun cuando se haya reportado una revisión documental al 100% de los entes fiscalizables que así lo ameriten.

	15 de marzo de 2017
	En la sesión correspondiente se dio lectura al Oficio enviado por José Antonio Meckler Aguilera, Décimo Regidor, Presidente de la Comisión de Salud del Ayuntamiento de Benito Juárez mediante el cual solicitó al Congreso del Estado se reabra a revisión y fiscalización la Cuenta Pública de 2014 del Municipio actor.

El asunto fue turnado a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta de la Legislatura del Estado de Quintana Roo.

	27 de marzo de 2017
	El Diputado Emiliano Ramos Hernández en su carácter de Presidente de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta en la XV Legislatura del Estado de Quintana Roo, solicitó al Titular de la Auditoría Superior del Estado lo siguiente:

1. El soporte documental de los cuales se derivaron las observaciones planteadas en el pliego de observaciones de la Cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez, Ejercicio Fiscal 2014, en específico por el concepto de ingresos, contribuciones o recaudaciones no depositadas por la cantidad de $48’093,593.43 (Pliego de observaciones de la Cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez, Ejercicio Fiscal 2014).

2. Pliego de observaciones de la Cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez, Quintana Roo.

3. Documentos mediante los cuales la entidad fiscalizable solventó las observaciones realizadas en el Pliego de Observaciones de la Cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez, Ejercicio Fiscal 2014, en específico respecto del monto de $48’093,593.43.

4. El informe de Resultados de la Cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez, Ejercicio Fiscal 2014.

	
	Como respuesta a la petición planteada, la Auditoría Superior de Estado remitió a la Comisión solicitante, la información que contiene diversas irregularidades contenidas en 56 observaciones. 

	29 de marzo de 2017
	La Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta de la Legislatura del Estado de Quintana Roo presentó ante el Pleno del Congreso Estatal “El acuerdo por el que la XV Legislatura del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, que conforme a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política del Estado y los numerales 3º, 4ºbis, 6, 10, 23, 24, 33, 35, 59, 93 y 94 de la Ley de Fiscalización Superior de Estado lleve a cabo la revisión de manera casuística y concreta de los ingresos del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, obtenidos durante los ejercicios 2014, 2015 y 2016 por concepto de impuestos, contribuciones o recaudaciones ante la presunción de que se han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar a la hacienda pública o al patrimonio del referido municipio.” en cuya parte conducente se precisó:

“[…] estimamos procedente solicitar al Órgano de Fiscalización Superior del Estado que conforme a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política del Estado y 12 y demás relativos y aplicables de la Ley de Fiscalización Superior del Estado, lleve a cabo la revisión de manera casuística y concreta, de los ingresos del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, obtenidos durante los ejercicios 2014, 2015 y 2016, por concepto de impuestos, contribuciones o recaudaciones ante la presunción de que se han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar a la hacienda pública o al patrimonio del referido Municipio.”


OCTAVO. Estudio. Como cuestión preliminar es necesario partir de que el artículo 115, fracción IV, 
inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que las Legislaturas de los Estados deberán revisar y fiscalizar las cuentas públicas de los Municipios, en los siguientes términos:

“Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes: […]

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: […]

c) […]

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles. […].”

El Tribunal Pleno al resolver la controversia constitucional 44/2005, estableció lo siguiente:

“[…] en primer lugar, hacer una referencia general al régimen constitucional establecido en el artículo 115, fracción IV de la Constitución, precepto en el que se establecen tanto los principios rectores de las atribuciones hacendarias de los ayuntamientos como el fundamento de la función de revisión y fiscalización de las cuentas públicas municipales por parte de las legislaturas estatales. Dicho precepto constitucional establece literalmente lo siguiente:

‘Artículo. 115. (SE TRANSCRIBE)’
Como pusimos de relieve en la controversia constitucional 14/2004, el régimen constitucional de la hacienda municipal encuentra sus puntos cardinales en las previsiones que acabamos de transcribir. De su lectura íntegra se desprende que su objetivo es regular las relaciones entre los estados y los municipios en materia de hacienda y recursos económicos municipales, así como establecer una serie de garantías en favor de los segundos que pueden resumirse mediante la enunciación de una serie de principios: el principio de reserva de fuentes de ingreso a los municipios (desarrollado especialmente en la controversia recién citada), que asegura a estos últimos, a nivel constitucional, el goce de los recursos necesarios para cumplir con sus necesidades y responsabilidades públicas; el principio de integridad de los recursos económicos municipales (subrayado en la tesis jurisprudencial plenaria número 46/2004), que asegura a los municipios la percepción efectiva y puntual de los recursos a que constitucionalmente tienen derecho y obliga a los estados a pagar los intereses correspondientes cuando retarden la entrega de recursos federales a los municipios; el principio de libre administración de la hacienda municipal (cuyo contenido y alcance ha sido precisado también por esta Corte en varias tesis
), que asegura a los municipios la posibilidad de manejar, aplicar y priorizar libremente los recursos de que disponen para satisfacer sus necesidades públicas, sin tener que sufrir la injerencia de intereses ajenos en ese respecto; y el principio de ejercicio directo de los recursos que integran la hacienda pública municipal (señalado en la tesis jurisprudencial plenaria 12/2005), que otorga a las entidades municipales la posibilidad de disponer sobre los recursos que integran su hacienda sin sufrir la interferencia de entidades intermedias.

El principio de libre administración de la hacienda municipal que, como se desprende de las argumentaciones sintetizadas, resulta de central relevancia en el contexto del presente asunto, se proyecta sobre parte de los recursos que integran la hacienda municipal, no sobre la totalidad de los mismos, y otorga libertad a los municipios para ocupar ciertos recursos de acuerdo con sus necesidades ‘siempre que se apliquen al gasto público’.

El conjunto de estas previsiones configura una serie de garantías jurídicas institucionales de contenido económico, financiero y tributario muy claras en favor de las haciendas municipales, lo cual resulta totalmente congruente con el propósito más amplio del Constituyente Permanente —fundamentalmente a partir de las reformas de mil novecientos ochenta y tres y mil novecientos noventa y nueve— de conferir una posición constitucional robusta a la autonomía municipal.

El Pleno de esta Corte, sin embargo, también ha enfatizado que el artículo 115 de la Constitución Federal consagra a favor de las legislaturas de los Estados facultades de control y supervisión sobre los municipios. Como determinamos al resolver la controversia constitucional 16/98, interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de Río Bravo, Tamaulipas, ‘el precepto en cita concede la facultad genérica a los Congresos Locales para revisar la cuenta pública de los Ayuntamientos’; la reglamentación de dicha facultad, subrayamos, debe establecerse en las Constituciones y leyes locales.

En aquella ocasión establecimos que la facultad genérica de aprobar las leyes de ingresos de los ayuntamientos y de revisar sus cuentas públicas tiene como finalidad, por una parte, revelar el estado de las finanzas públicas municipales y, por otra, asegurar la realización transparente de los programas y planes municipales de desarrollo, mediante la verificación de la adecuada asignación de los recursos disponibles, el control, la vigilancia y el fincamiento de responsabilidades. La libertad hacendaria municipal, concluimos, no es una facultad absoluta, sino que está acotada por las disposiciones del texto constitucional que, al facultar a las legislaturas locales para intervenir en la determinación de los ingresos de los Municipios y en la revisión de su cuenta pública, buscan garantizar la transparencia en la utilización de los recursos públicos a través del control, vigilancia y fincamiento de responsabilidades, según se deduce también de las previsiones contenidas en los artículos 108 y 114 de la Norma Suprema.

Con posterioridad, al resolver la controversia constitucional 327/2001, interpuesta por el ayuntamiento de Tecamac, el ocho de julio de dos mil tres, tuvimos la oportunidad de precisar un poco más los límites de cada una de las previsiones descritas, y el modo en que se articulan sus exigencias. En particular, señalamos que las facultades de fiscalización y revisión de que están investidas las legislaturas pueden apoyarse en normas de desarrollo que les permitan:

1) Contar con disposiciones que les permitan sancionar aquellas conductas, positivas o negativas, que pretendan evadir el cumplimiento de sus facultades fiscalizadoras o impidan la ejecución de los actos necesarios para el adecuado desarrollo de las mismas.

2) Contar con mecanismos que les permitan asegurar el cumplimiento de su función revisora y fiscalizadora (medidas precautorias).

Sin embargo, también recordamos que dichas normas de desarrollo ‘no pueden llegar al extremo de vulnerar la esfera de atribuciones de que constitucionalmente goza el fiscalizado, en este caso, el municipio.’ En otras palabras: ‘la esfera de atribuciones de que goza el fiscalizado, es decir, el municipio, funge como extremo y límite de las facultades de revisión y fiscalización que tiene atribuidas el fiscalizador.’ Por ello, declaramos inconstitucional el artículo 47, último párrafo, de la Ley Orgánica de la Contaduría General de Glosa del Poder Legislativo del Estado de México, que preveía la posibilidad de decretar la intervención de la Tesorería municipal ante el incumplimiento reiterado de determinadas obligaciones por parte del Municipio fiscalizado, pero no precisaba si esta figura sólo tenía por fin revisar la administración del Municipio o también la de administrar la propia hacienda fiscalizada. “Una intervención que puede llegar a administrar la hacienda pública municipal”, resolvimos, “sería contraria a la libre administración municipal, y excedería la facultad de revisión y fiscalización de la hacienda pública”. El criterio se reflejó en la siguiente tesis: ‘CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. INTERVENCIÓN A LA TESORERÍA MUNICIPAL. ES INCONSTITUCIONAL LA QUE REALIZA LA LEGISLATURA DE UN ESTADO CUANDO LA LEY NO SEÑALA CUÁLES SERÁN SUS ALCANCES Y LÍMITES.’”

En el caso concreto, la Constitución Política del Estado de Quintana Roo, establece las bases generales para la fiscalización del Estado y otorga facultades del Congreso estatal sobre la revisión y fiscalización de las cuentas públicas estatal y municipal, a través del Órgano de Fiscalización del Estado.

Concretamente, el artículo 77 de la Constitución Local en la fecha en que se emitió el acto impugnado 
–veintinueve de marzo de dos mil diecisiete- establecía lo siguiente:

(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 21 DE OCTUBRE DE 2016)

Artículo 77. El Órgano de Fiscalización Superior del Estado, de la Legislatura, tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones en los términos que disponga la ley. Asimismo, contará con personalidad jurídica y patrimonio propio. El presupuesto de egresos del Órgano de Fiscalización Superior no podrá ser menor al cero punto cuarenta y uno por ciento del presupuesto de Egresos del Estado, para el ejercicio fiscal de que se trate y en ningún caso, será menor al presupuesto otorgado en el año inmediato anterior.

(ADICIONADO, P.O. 22 DE FEBRERO DE 2010)

La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad.

[…]

(ADICIONADO, P.O. 22 DE FEBRERO DE 2010)

Sin perjuicio del principio de anualidad, el Órgano de Fiscalización Superior podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al de la cuenta pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas estatales o municipales. Las observaciones y recomendaciones, que al respecto emita el Órgano de Fiscalización Superior del Estado, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.

(ADICIONADO, P.O. 22 DE FEBRERO DE 2010)

Asimismo, sin perjuicio del principio de posterioridad, en las situaciones excepcionales que determine la ley, derivado de denuncias, podrá requerir a las entidades fiscalizadas que procedan a la revisión, durante el ejercicio fiscal en curso, de los conceptos denunciados y le rindan un informe. Si estos requerimientos no fueren atendidos en los plazos y formas señalados por la ley, se impondrán las sanciones previstas en la misma. El Órgano de Fiscalización Superior rendirá un informe específico a la Legislatura y, en su caso, fincará las responsabilidades correspondientes o promoverá otras responsabilidades ante las autoridades competentes.[…]”

A su vez, el artículo 12 de la Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Quintana Roo
, dispone:

“Artículo 12.- La fiscalización y la revisión de las Cuentas Públicas están limitadas al principio de anualidad, por lo que un proceso que abarque en su ejecución dos o más ejercicios fiscales, sólo podrá ser revisado y fiscalizado anualmente en la parte ejecutada precisamente en ese ejercicio, al rendirse la Cuenta Pública.

La Auditoría Superior del Estado podrá revisar de manera casuística y concreta, información y documentos relacionados con conceptos específicos de gasto correspondientes a ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, cuando el programa o proyecto contenido en el presupuesto aprobado, abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales, sin que con este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio correspondiente a la revisión específica señalada.”

De las normas estatales transcritas se sigue que el Congreso de Quintana Roo, podrá ejercer facultades de revisión extraordinaria de las cuentas públicas municipales, y con ello fiscalizar de manera casuística y concreta, información y documentos relacionados con conceptos específicos de gasto correspondientes a ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, cuando el programa o proyecto contenido en el presupuesto aprobado, abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales, sin que deba considerarse como nuevamente abierta la cuenta pública.

Cabe mencionar que en relación con las cuentas públicas municipales la Ley de los Municipios del Estado de Quintana Roo establece lo siguiente:

“Artículo 66.- Son facultades y obligaciones del Ayuntamiento: […]

IV. En Materia de Hacienda Pública Municipal:

[…]

f) Rendir a la Legislatura del Estado, para su revisión y fiscalización, la cuenta pública
del año fiscal anterior, en los términos dispuestos por la Ley del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de Quintana Roo; […]”

“Artículo 92.- Al Síndico/a Municipal le corresponden las siguientes atribuciones y obligaciones:

[…]

IX. Remitir a la Legislatura del Estado, la Cuenta Pública Municipal, del ejercicio inmediato anterior, para su revisión y fiscalización; […]”

Por su parte, el artículo 75, fracción XXIX, de la Constitución Local establecía en el momento de la emisión del acto impugnado (veintinueve de marzo de dos mil diecisiete):

“Artículo 75.- Son facultades de la Legislatura del Estado: […]

(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 27 DE FEBRERO DE 2014)

XXIX.- Examinar, aprobar y sancionar, en su caso, la Cuenta Pública de las entidades fiscalizables señaladas en la Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado;

(REFORMADO, P.O. 22 DE FEBRERO DE 2010)

Para la revisión de la cuenta pública, la legislatura se apoyará en el Órgano de Fiscalización Superior del Estado. Si del examen que éste realice aparecieran discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y a las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la ley. En el caso de la revisión sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas, el Órgano de Fiscalización Superior del Estado podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el desempeño de los mismos, en los términos de la ley.”

En el caso concreto, el Municipio actor impugnó el acuerdo por el cual la Legislatura del Estado de Quintana Roo instruyó al Órgano de Fiscalización Superior del Estado para que llevara a cabo la revisión
de los ingresos de dicho Municipio, obtenidos durante los ejercicios dos mil catorce, dos mil quince y dos mil dieciséis, por concepto de impuestos contribuciones o recaudaciones, en los siguientes términos:

“Acuerdo

Primero. La XV Legislatura del Estado de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, que conforme a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política del Estado, y 12 y demás relativos y aplicables de la Ley de Fiscalización Superior del Estado, lleve a cabo la revisión de manera casuística y concreta, de los ingresos del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, obtenidos durante los ejercicios 2014, 2015 y 2016 por concepto de impuestos, contribuciones o recaudaciones, ante la presunción de que se han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar a la hacienda pública o al patrimonio del referido Municipio.

Segundo. La XV Legislatura del Estado de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, a que de conformidad con lo que dispone el artículo 33 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado, si de la revisión y fiscalización superior de las Cuentas Públicas, aparecieran irregularidades que permitan presumir la existencia de acciones u omisiones que produzcan daños y perjuicios que afecten a las hacienda pública o al patrimonio municipal, proceda a determinar los daños y perjuicios correspondientes y finque directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones pecuniarias respectivas; así como promueva ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades; promueva las acciones de responsabilidad a que se refiere el Título Octavo de la Constitución Política del Estado; presente las denuncias y querellas penales, a que haya lugar, y coadyuve con el Ministerio Público en los procedimientos judiciales correspondientes conforme a las leyes de la materia.

Tercero. La XV Legislatura del Estado de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, a que una vez que efectúe la revisión casuística y concreta solicitada, informe a la mayor brevedad a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta de esta Soberanía, los resultados de la citada revisión e informe acerca de las medidas o acciones administrativas y o jurisdiccionales que estime procedentes en caso de encontrar irregularidades que permitan presumir la existencia de acciones u omisiones que produzcan daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública o al patrimonio municipal.

Cuarto. La XV Legislatura del Estado de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, finque las responsabilidades que tengan por objeto resarcir al Municipio de Benito Juárez, el monto de los daños y perjuicios estimables en dinero que se hayan causado, a su hacienda pública o a su patrimonio.

Quinto. La XV Legislatura del Estado de Quintana Roo, solicita al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, dé vista a las autoridades competentes de las irregularidades que, con motivo de la revisión casuística y concreta, encuentre a fin de promover el fincamiento de cualquier otro tipo de responsabilidades.”

Como primer concepto de invalidez, el Municipio actor aduce que el acuerdo legislativo impugnado es inconstitucional, ya que se encuentra indebidamente fundado y carece de un razonamiento válido y fundado para volver a analizar en su totalidad las cuentas públicas de ejercicios fiscales anteriores y que han sido debidamente analizadas y solventadas las observaciones correspondientes.

Refiere que el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte al resolver la controversia constitucional 44/2005, sostuvo que la potestad fiscalizadora extraordinaria de los Congresos Estatales respecto de las cuentas públicas municipales se encuentra sujeta a diversos límites materiales y temporales.

Sostiene que el Acuerdo impugnado es inconstitucional, en virtud de que no expresó una razón válida que justifique la revisión extraordinaria y, por otro lado, se pretende llevar a cabo una nueva auditoría sin establecer límites temporales y materiales sobre aquello que debe ser revisado, permitiendo la revisión de cuentas públicas que ya han sido fiscalizadas y aprobadas por el propio Congreso Estatal de Quintana Roo.

Que la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta del Congreso del Estado de Quintana Roo pretende justificar la auditoría extraordinaria argumentando “una presunción de que se han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar la hacienda pública”, pero sin que existan pruebas supervenientes o indiciarias para que permitan sostener dichas imputaciones, lo que puede considerarse como un ejercicio arbitrario del poder fiscalizador extraordinario del Legislativo Local, puesto que permite el estudio de cuestiones que no fueron advertidas en su momento por el órgano fiscalizador.

Esta Segunda Sala determina que el anterior concepto de invalidez es parcialmente fundado, en atención a lo siguiente:

La Legislatura Local con el objeto de justificar la revisión extraordinaria expuso los siguientes argumentos:

[…] Es importante establecer que tal y como lo describe el numeral 12 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado la revisión casuística y concreta, información y documentos relacionados con conceptos específicos de gasto correspondientes a ejercicios anteriores, es procedente siempre que, el programa o proyecto contenido en el presupuesto aprobado, abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales, sin que con este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio correspondiente a la revisión específica señalada.

En ese orden, la Auditoría Superior ha sido puntual al mencionar el origen del ingreso que establece, no fue depositado o ingresado a las arcas municipales, dejando entrever que el ingreso deviene de diversos impuestos y recaudaciones propias del municipio, y que por virtud de que en dicho monto se encuentran incluidas tanto actualizaciones como recargos en términos de los artículos 23 y 25 del Código Fiscal Municipal del Estado de Quintana Roo, que se han generado desde la fecha en que se debió haber pagado correctamente. Es con base en lo anterior que con fundamento en lo que dispone el numeral 12 de la Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado, estimamos procedente la solicitud para que el Órgano, lleve a cabo la revisión casuística y concreta del Municipio de Benito Juárez, ejercicio fiscal 2014, así como los ejercicios 2015 y 2016.

En conclusión, derivado de la denuncia presentada por el regidor José Antonio Meckler Aguilera respecto al daño patrimonial a la hacienda pública del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo durante el ejercicio 2014, efectuada por Hugo Fabio Bonilla Iglesias, Director de Ingresos de ese municipio en dicho periodo, se ha detectado que efectivamente se presentan ingresos no depositados en las arcas del Municipio de Benito Juárez, durante el ejercicio fiscal 2014, por un monto de $48,093,593.43 (son cuarenta y ocho millones noventa y tres mil quinientos noventa y tres pesos 43/100 M.N.)

No obstante lo anterior, los que integramos esta Comisión, estimamos procedente solicitar al Órgano de Fiscalización Superior del Estado, que conforme a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política del Estado, y 12 y demás relativos y aplicables de la Ley de Fiscalización Superior del Estado, lleve a cabo la revisión de manera casuística y concreta, de los ingresos del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, obtenidos durante los ejercicios 2014, 2015 y 2016 por concepto de impuestos contribuciones o recaudaciones, ante la presunción de que se han cometido daños y perjuicios que pudieran afectar a la hacienda pública o al patrimonio del referido Municipio.

[…]”

Esto es, de la parte relativa del acuerdo impugnado se advierte que la fiscalización extraordinaria se ordenó con fundamento en el numeral 12 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado que prevé la revisión casuística y concreta, información y documentos relacionados con conceptos específicos de gasto correspondientes a ejercicios anteriores, y se explicó como motivo: la denuncia presentada por José Antonio Meckler Aguilera (Regidor del propio Ayuntamiento de Benito Juárez), respecto al daño patrimonial a la hacienda pública del Municipio actor, presuntamente, ocasionado por el Director de Ingresos, Hugo Fabio Bonilla Iglesias, durante el ejercicio dos mil catorce, así como lo informado por la Auditoría Superior del Estado con base en el pliego de observaciones de la Cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez, Ejercicio Fiscal 2014, en el que se detectaron ingresos no depositados en las arcas del Municipio actor, durante el mencionado ejercicio fiscal, por un monto de $48’093,593.43, (fojas 41 a 132 del expediente).

Lo anterior conduce que la fiscalización extraordinaria que se ordenó en el acto impugnado es ilegal, en virtud de que no se actualiza el supuesto legal previsto en el artículo 12 de la Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Quintana Roo, porque tal precepto legal si bien establece la facultad de revisar información y documentos relacionados a ejercicios anteriores de forma casuística y concreta, también lo es que esa fiscalización la condiciona a la existencia del programa o proyecto contenido en el presupuesto aprobado, cuya ejecución y pago abarque diversos ejercicios fiscales, lo cual no acontece en el caso.

Además, debe tenerse en consideración que mediante oficio ASE/OAS/DCS/0611/09/2016, de siete de septiembre de dos mil dieciséis, suscrito por el Auditor Superior del Estado de Quintana Roo (fojas 27 y 28 del expediente principal) se informó al Presidente Municipal de Benito Juárez, que habían quedado solventadas la totalidad de las observaciones consignadas en los pliegos de los ejercicios fiscales dos mil catorce y dos mil quince, excepto las que correspondían al ejercicio fiscal dos mil trece, al no haber sido solventadas durante el plazo legal.

Luego, si la Auditoría Fiscal del Estado de Quintana Roo había considerado por revisadas y solventadas las cuentas públicas de los ejercicios fiscales dos mil catorce y dos mil quince, conforme se advierte del oficio ASE/OAS/DCS/0611/09/2016, de siete de septiembre de dos mil dieciséis, es dable concluir que los motivos expresados en el acuerdo del Órgano Superior de Fiscalización por los que se pretende llevar a cabo la facultad de fiscalización extraordinaria para reabrir y fiscalizar las cuentas públicas de los ejercicios fiscales mencionados, no son totalmente claros para ordenar una nueva revisión.

Lo anterior así se considera, puesto que con la emisión del acuerdo legislativo impugnado se permite fiscalizar nuevamente cuenta las cuentas públicas municipales (2014 y 2015) que ya habían sido aprobadas por el Congreso Local.

No obsta lo manifestado por las autoridades demandadas al contestar la demanda, en el sentido de que las auditorías practicadas a los ejercicios fiscales dos mil catorce y dos mil quince no pudieron ser cumplimentadas en un 100% y que tales circunstancias se plasmaron en los informes respectivos.

En efecto, es verdad que en el Informe de Resultado obtenido en relación a la cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez correspondiente al ejercicio fiscal 2014, (cuaderno de pruebas formado con las documentales presentadas por la Auditoría Fiscal del Estado de Quintana Roo) en el punto 4 “Alcance” se señaló lo siguiente:

“[…]

4. Alcance.- Como consecuencia de la información rendida por el Ayuntamiento de Benito Juárez, con relación a su gestión financiera correspondiente al ejercicio fiscal 2014, se llevaron a cabo trabajos de investigación con la finalidad de evaluar su apego a la normatividad vigente y a su correcta aplicación.

Para lograr una mayor eficiencia en la revisión, se elaboró un programa de trabajo cuyo alcance correspondió al 70% de los Ingresos y Egresos que integran sus Estados Financieros por el período del 1° de enero al 31 de diciembre de 2014. Asimismo se estableció la comunicación necesaria con el personal de la Administración Pública Municipal.

Los trabajos mantuvieron rigor técnico e independencia de criterio, y se realizaron bajo procedimientos flexibles y normas adecuadas que permitieron elevar la calidad y profesionalismo de la revisión.

La revisión se llevó a cabo aplicando Normas y Procedimientos de Auditoría Gubernamental, así como en apego a los Postulados Básicos de Contabilidad Gubernamental y en consecuencia, se incluyeron pruebas a los registros de contabilidad y procedimientos de verificación que se consideraron necesarios en las circunstancias, conforme a lo siguiente:

· La revisión y fiscalización comprendió operaciones practicadas por el Ayuntamiento de Benito Juárez, durante el período del 1° de enero al 31 de diciembre de 2014.

· Verificación de la aplicación correcta de las partidas señaladas en el Presupuesto de Egresos autorizado para el ejercicio fiscal 2014. Con relación al Capítulo 1000, Servicios Personales, la naturaleza y alcance de los Procedimientos de Auditoría Gubernamental se orientaron a la verificación selectiva de la evidencia del cobro de percepciones, evidencia de la relación laboral con el Ayuntamiento, así como la aplicación correcta contable presupuestal y su presentación en el Estado de Resultados. No se incluyeron pruebas de los pagos efectuados a las instancias de naturaleza fiscal que tienen la atribución de recibir determinados recursos derivados de la relación laboral, considerando que las obligaciones en la materia son preponderantemente de
retenedor, como es el caso de las operaciones relativas al pago de remuneraciones y este tipo de compromisos está sujeto a la verificación de las autoridades que cuentan con facultades de comprobación fiscal, de las que carece el Órgano de Fiscalización Superior del Estado.

· Verificar que los ingresos se hayan recaudado conforme a la Ley de Ingresos y de Hacienda aplicables a la administración municipal, para el ejercicio fiscal 2014. […]”

Sin embargo, también en el Punto relativo al Resumen de Observaciones se destacó:

“6.1.4. RESUMEN DE OBSERVACIONES

Como resultado de la aplicación de los procedimientos de auditoría en la revisión de la Cuenta Pública del Ejercicio 2014, del Municipio de Benito Juárez, en materia financiera se realizaron las siguientes observaciones.

Resumen General de Observaciones y Solventaciones en Materia Financiera

	Concepto
	Importe observado
	Modalidad de Solventación
	Pendiente de Solventar

	
	
	Documental
	Reintegro
	

	Ingresos contribuciones o recaudaciones no depositadas.
	$48,093,593.43
	$48,093,593.43
	0.00
	0.00

	Registros de ingresos sin documentación comprobatoria.
	12,774,932.71
	12,774,932.71
	0.00
	0.00

	Adquisiciones arrendamientos y prestación de servicios contratados, relacionados con bienes muebles e inmuebles en los que no se cumplió la normatividad prevista en la ley para efectuarlas.
	12,180,000.00
	12,180,000.00
	0.00
	0.00

	Erogaciones para la adquisición de bienes o servicios cuyos precios resultan superiores a los del mercado.
	50,112.00
	0.00
	50,112.00
	0.00

	Ausencia parcial o total de documentación comprobatoria.
	112,879,730.81
	112,859,730.81
	20,000.00
	0.00

	Total de observaciones del ejercicio fiscal 2014.
	$185,978,368.95
	$185,908,256.95
	$70,112.00
	0.00


[…]”

De la reproducción conducente del informe de que se trata se advierte que el Órgano Superior de Fiscalización del Estado desde la emisión del informe correspondiente al Ejercicio Fiscal de 2014, había detectado el monto $48’093,593.43, por concepto de “Ingresos contribuciones o recaudaciones no depositadas; sin embargo, éstas se tuvieron como solventadas tanto como el informe arriba referido como en el oficio ASE/OAS/DCS/0611/09/2016, de siete de septiembre de dos mil dieciséis, suscrito por el Auditor Superior del Estado de Quintana Roo.

En cuanto al Ejercicio Fiscal de 2015 en el Informe de Resultado obtenido en relación a la cuenta Pública del Ayuntamiento de Benito Juárez correspondiente al ejercicio fiscal 2015, (cuaderno de pruebas formado con las documentales presentadas por la Auditoría Fiscal del Estado de Quintana Roo) en el punto 4 “Alcance” se señaló lo siguiente:

“[…]

4. Alcance

Como consecuencia de la información rendida por el Ayuntamiento de Benito Juárez, con relación a su gestión financiera correspondiente al ejercicio fiscal 2015, se llevaron a cabo trabajos de investigación con la finalidad de evaluar su apego a la normatividad vigente y a su correcta aplicación.

Para lograr una mayor eficiencia en la revisión, se elaboró un programa de trabajo cuyo alcance correspondió al 50% de los Ingresos y Egresos que integran sus Estados Financieros por el período del 1° de enero al 31 de diciembre de 2015. Asimismo se estableció la comunicación necesaria con el personal de la Administración Pública Municipal.

Los trabajos mantuvieron rigor técnico e independencia de criterio, y se realizaron bajo procedimientos flexibles y normas adecuadas que permitieron elevar la calidad y profesionalismo de la revisión.

La revisión se llevó a cabo aplicando Normas y Procedimientos de Auditoría Gubernamental, así como en apego a los Postulados Básicos de Contabilidad Gubernamental y en consecuencia, se incluyeron pruebas a los registros de contabilidad y procedimientos de verificación que se consideraron necesarios en las circunstancias, conforme a lo siguiente:

· La revisión y fiscalización comprendió operaciones practicadas por el Ayuntamiento de Benito Juárez, durante el período del 1° de enero al 31 de diciembre de 2015.

· Verificación de la aplicación correcta de las partidas señaladas en el Presupuesto de Egresos autorizado para el ejercicio fiscal 2015. Con relación al Capítulo 1000, Servicios Personales, la naturaleza y alcance de los Procedimientos de Auditoría Gubernamental se orientaron a la verificación selectiva de la evidencia del cobro de percepciones, evidencia de la relación laboral con el Ayuntamiento, así como la aplicación correcta contable presupuestal y su presentación en el Estado de Resultados. No se incluyeron pruebas de los pagos efectuados a las instancias de naturaleza fiscal que tienen la atribución de recibir determinados recursos derivados de la relación laboral, considerando que las obligaciones en la materia son preponderantemente de
retenedor, como es el caso de las operaciones relativas al pago de remuneraciones y este tipo de compromisos está sujeto a la verificación de las autoridades que cuentan con facultades de comprobación fiscal, de las que carece el Órgano de Fiscalización Superior del Estado.

· Verificar que los ingresos se hayan recaudado conforme a la Ley de Ingresos y de Hacienda aplicables a la administración municipal, para el ejercicio fiscal 2015. […]”

Por otra parte, en el Punto relativo al Resumen de Observaciones se destacó:

“6.1.4. RESUMEN DE OBSERVACIONES

Como resultado de la aplicación de los procedimientos de auditoría en la revisión de la Cuenta Pública del Ejercicio 2015, del Municipio de Benito Juárez, en materia financiera, se realizaron las siguientes observaciones.

Resumen General de Observaciones y Solventaciones en Materia Financiera

	Concepto
	Importe observado
	Modalidad de Solventación
	Pendiente de Solventar

	
	
	Documental
	Reintegro
	

	Adquisiciones, arrendamientos y prestación de servicios contratados, relacionados con bienes muebles e inmuebles en los que no se cumplió la normatividad prevista en la ley para efectuarlas.
	$19,269,959.40
	$19,269,959.40
	$0.00
	$0.00

	Ausencia parcial o total de documentación comprobatoria.
	10,395,204.16
	10,395,204.16
	0.00
	0.00

	Total de observaciones del ejercicio fiscal 2015.
	$29,665,163.56
	$29,665,163.56
	$0.00
	$0.00”


De la reproducción conducente del informe correspondiente a la cuenta pública de dos mil quince, si bien se expresó que se elaboró un programa de trabajo cuyo alcance correspondió al 50% de los Ingresos y Egresos que integran sus Estados Financieros, así como no se reportó alguna situación peculiar 
en materia financiera.

Por tanto, si bien en ambos informes se expuso que el órgano Superior de Fiscalización no había alcanzado a revisar el cien por ciento de la totalidad de las gestiones durante los ejercicios fiscales dos mil catorce y dos mil quince, tal circunstancia se debió comunicar en el acuerdo legislativo impugnado para ordenar nuevamente la fiscalización de los ejercicios fiscales mencionados; sin embargo, el motivo expresado fue únicamente la presunción de que se habían cometido daños y perjuicios que pudieran afectar a la hacienda pública o al patrimonio del Municipio actor.

En conclusión, el acuerdo legislativo impugnado no se ajusta al principio de anualidad que debe cumplirse al ejercer las facultades de fiscalización que exige el artículo 115, fracción IV, de la Constitución Federal, en la medida que no se actualiza el supuesto legal contenido en el artículo 12 de la Ley de Fiscalización indicada que permite que se revisen extraordinariamente las cuentas públicas de ejercicios anteriores siempre y cuando se contenga el programa o proyecto contenido en el presupuesto aprobado, cuya ejecución y pago abarque diversos ejercicios fiscales.

No es obstáculo a la conclusión alcanzada, la reforma del artículo 77 de la Constitución Política del Estado de Quintana Roo publicada en la Periódico Oficial el tres de julio de dos mil diecisiete que en la parte conducente establece:

“Artículo 77. […]

La Auditoría Superior del Estado podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas estatales y municipales.

Las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, el Órgano de Fiscalización Superior del Estado emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que determine la Ley, derivado de denuncias, la Auditoría Superior del Estado, previa autorización de su Titular, podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a las entidades fiscalizadas, así como respecto de ejercicios anteriores. […]”

Como se advierte, la reforma del artículo en mención ya prevé dos supuestos para la fiscalización extraordinaria de las cuentas públicas de años anteriores, esto es, cuando pertenezca a un programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago de diversos ejercicios fiscales, o bien, cuando derive de denuncias; sin embargo dicha disposición, no es aplicable, en virtud de que tal reforma fue posterior a la fecha en que se emitió el acuerdo legislativo impugnado (29 de marzo de 2017), materia de la presente controversia constitucional.

Sirve de apoyo a las anteriores consideraciones, la jurisprudencia número P.J. 34/2008
, sustentada por el Tribunal Pleno, cuyos rubro y texto son los siguientes:

“CUENTAS PÚBLICAS MUNICIPALES. LA PRÁCTICA DE PROCEDIMIENTOS ESPECIALES DE INVESTIGACIÓN Y REVISIÓN SI BIEN PUEDE PREVERSE EN LA LEGISLACIÓN ESTATAL COMO UNA POTESTAD FISCALIZADORA DEL ESTADO, LA MISMA DEBE DERIVAR DE ACTUACIONES FUNDADAS Y MOTIVADAS DEBIÉNDOSE INVALIDAR LAS QUE REVELEN UN ACTO ARBITRARIO, COMO INTERFERIR EN LOS ASUNTOS MUNICIPALES O SOMETER AL MUNICIPIO EN MÁS DE UNA OCASIÓN AL PROCESO FISCALIZADOR DE UN MISMO EJERCICIO, SALVO EXCEPCIONES JUSTIFICADAS. Si bien es cierto que la práctica de revisiones especiales a las cuentas públicas de los Municipios puede preverse en la legislación de las entidades federativas en ejercicio de su competencia para reglamentar los procesos de revisión de las cuentas públicas estatales, en términos de la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, manteniéndose, en cualquier caso, la necesidad de respetar la esfera de atribuciones de los órganos fiscalizados, también lo es que si en un caso particular se comprobara que las órdenes de investigación y revisión no obedecen a un motivo legítimo desde la perspectiva de la tarea fiscalizadora encomendada a la Legislatura, sino que constituyen un acto arbitrario, sin motivación sólida, encaminado a interferir en los asuntos municipales, aquéllas deberán invalidarse; además de que las Legislaturas Estatales no podrían someter en más de una ocasión a un Municipio al proceso general, global y exhaustivo de fiscalización de la cuenta pública de un determinado ejercicio, pues ello dejaría a los Municipios en un estado de inseguridad y quitaría valor conclusivo al documento que recoge los resultados del proceso fiscalizador anual; pero la posibilidad de practicar revisiones e investigaciones sobre asuntos concretos, incluso respecto de ejercicios cuya fiscalización global ya se efectuó, cabe dentro de la esfera de las potestades fiscalizadoras estatales, máxime si se practican como consecuencia de una recomendación formulada como parte de los resultados de la fiscalización de la cuenta pública, y se instrumentan a través de actuaciones debidamente fundadas y motivadas.”

Finalmente, esta Segunda Sala considera que el motivo de invalidez decretado no prospera respecto a la fiscalización de la cuenta pública correspondiente al ejercicio fiscal dos mil dieciséis, toda vez que conforme al artículo 4º de la Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Quintana Roo
 la fiscalización de
la cuenta pública que realice la Auditoría Superior del Estado deber ser posterior a la gestión financiera, por lo que en el transcurso del año dos mil diecisiete son legalmente válidas las facultades para solicitar información por concepto de impuestos, contribuciones o recaudaciones respecto del ejercicio fiscal de dos mil dieciséis.

NOVENO. Efectos. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 45, en relación con el 73, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación está facultada para determinar la fecha en la que producirán sus efectos las sentencias que dicte en este medio de control constitucional.

En consecuencia, se establece que la declaratoria de invalidez del Acuerdo impugnado decretada, únicamente por lo que concierne a las cuentas públicas de dos mil catorce y dos mil quince: y, surtirá efectos a partir de la notificación del presente fallo al Congreso del Estado de Quintana Roo.

Asimismo, se decreta la invalidez de todos los actos derivados del cumplimiento del acuerdo impugnado, como lo es el oficio ASE/OAS/AEMF/DFM/356/03/2017, de treinta y uno de marzo de dos mil diecisiete.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la presente controversia constitucional.

SEGUNDO. Se declara parcialmente la invalidez del acuerdo materia de esta controversia constitucional en los términos referidos en el considerando octavo de esta resolución.
TERCERO. Publíquese esta ejecutoria en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo y en el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Eduardo Medina Mora I. El señor Ministro José Fernando González Salas, emitió su voto con reservas.

Firman el Ministro Presidente y la Ministra Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala, que autoriza y da fe.

El Presidente: Ministro Eduardo Medina Mora I.- Rúbrica.- La Ministra Ponente, Margarita Beatriz Luna Ramos.- Rúbrica.- El Secretario de Acuerdos, Mario Eduardo Plata Álvarez.- Rúbrica.
Ciudad de México, a veintidós de mayo de dos mil dieciocho.- Leticia Guzmán Miranda, Secretaria de la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, CERTIFICA: Que la anterior copia corresponde a la sentencia de quince de noviembre de dos mil diecisiete, dictada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en la controversia constitucional 112/2017, promovida por el Municipio de Benito Juárez, Estado de Quintana Roo; y se expide en veintiuno (21) fojas útiles, debidamente foliadas, selladas, cotejadas y rubricadas, para los efectos legales a que haya lugar.- Lo anterior, en cumplimiento a lo ordenado en la referida sentencia, dictada por Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Conste.- Rúbrica.

� “Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será I. Tratándose de actos, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos; […].”


� Oficio número SGA/MFEN/767/2017 de 30 de marzo de 2017, signado por el Secretario General de Acuerdos. 


� “Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se considerarán como hábiles todos los días que determine la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.”


� “Artículo 163. En los órganos del Poder Judicial de la Federación, se considerarán como días inhábiles los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1o. de mayo, 16 de septiembre y 20 de noviembre, durante los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo en los casos expresamente consignados en la Ley.”


� “PRIMERO. Para efectos del cómputo de los plazos procesales en los asuntos de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se considerarán como días inhábiles:--- a) Los sábados;--- b) Los domingos;--- g) El primero de mayo;--- h) El cinco de mayo n) Los demás que el Tribunal Pleno determine como inhábiles.(…)”


� “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:--- I.- De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: […] i).- Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; […]”


� “Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales:


I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; […]”


“Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. […]”


� “Artículo 92.- Al Síndico/a Municipal le corresponden las siguientes atribuciones y obligaciones: […]


(REFORMADA, P.O. 30 DE SEPTIEMBRE DE 2013)


V. Ser Apoderado/a Jurídico del Ayuntamiento ante instancias judiciales en los que el Municipio sea parte […]”


� Fojas 177 a 179 de autos.


�“ Artículo 61.- Al frente de la Auditoría Superior del Estado habrá un Auditor Superior del Estado electo por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Legislatura. […]”


(REFORMADO, P.O. 22 DE FEBRERO DE 2010)


“Artículo 65. El Auditor Superior del Estado será suplido en sus ausencias temporales por los auditores especiales en el orden que señale el Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado. En caso de ausencia o falta definitiva, entrará en funciones el Auditor Superior suplente, que concluirá el encargo. Durante el receso de la Legislatura, la Diputación Permanente designará al Titular con el carácter de interino, en caso de ausencia o falta definitiva del Auditor Superior suplente.”


“Artículo 67.- El Auditor Superior del Estado tendrá las siguientes atribuciones:


I. Representar legalmente a la Auditoría Superior del Estado antes las entidades fiscalizables, autoridades federales y locales, entidades federativas, Municipios y demás personas físicas y morales; […]”


� “Artículo 66.- En las ausencias temporales del Auditor Superior del Estado, será suplido por el Auditor Especial en materia Financiera, por el Auditor Especial en materia de Obra Pública y por el Auditor Especial en Materia al Desempeño, en ese orden y por disposición expresa. […]”


� Fojas 221 a 223 de autos.


� “Artículo 44. La Gran Comisión será integrada por los Presidentes de las Comisiones Ordinarias de Puntos Constitucionales, Puntos Legislativos y Técnica Parlamentaria, Justicia, Hacienda, Presupuesto y Cuenta y Asuntos Municipales.


(REFORMADO, P.O. 17 DE FEBRERO DE 2017)


Inmediatamente después de que se hayan integrado las Comisiones referidas, se reunirán sus Presidentes para nombrar de entre ellos, de viva voz y por mayoría simple al Presidente, Secretario y tres Vocales de la Gran Comisión.


(REFORMADO, P.O. 17 DE FEBRERO DE 2017)


El Presidente de la Gran Comisión tendrá el carácter de Coordinador del Poder Legislativo y de representante legal del mismo, ante cualquier autoridad administrativa o judicial.“


� Véanse, por ejemplo, las tesis jurisprudenciales plenarias 5/2000 (Novena Época), de rubro “HACIENDA MUNICIPAL Y LIBRE ADMINISTRACIÓN HACENDARIA. SUS DIFERENCIAS. (ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”), visible en la página 515 del tomo XI del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta (febrero de 2000) y 53/2002 (Novena Época), visible en la página 1393 del tomo XVII del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta (enero de 2003). 


� Véase la tesis jurisprudencial 53/2002, citada en la nota anterior. 


� De conformidad con el Artículo Transitorio Tercero de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de Quintana Roo, publicada en el P.O. de 19 de julio de 2017, la Ley del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Quintana Roo quedó abrogada, con excepción de los títulos tercero y cuarto, los cuales quedarán derogados progresivamente hasta la conclusión del último procedimiento regido por lo establecido en las disposiciones contenidas en dichos títulos.


� Registro digital: 169518. Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, junio de 2008. Materia(s): Constitucional. Tesis: P./J. 34/2008. Página: 958. 


� “Artículo 4º. La fiscalización superior que realice la Auditoría Superior del Estado será posterior a la gestión financiera; tiene carácter externo y por lo tanto es independiente y autónoma de cualquier otra forma de control o fiscalización interna de los Poderes del Estado, municipios y entes públicos estatales y municipales, y será ejercida conforme a los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad.”





